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León, Guanajuato, a 15 quince de junio del año 2012, dos mil doce. . . .  . . . .        

V I S T O para resolver el expediente número 167/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano ALEJANDRO TRINIDAD MORENO MARTÍNEZ, en contra del Tesorero Municipal, de la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, del Perito Miguel Fixz Rangel, del supervisor Carlos Alberto López Estrada y del Notificador que practico la notificación del folio número 0737891, todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . 

C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la parte actora impugna la notificación de los resultados del avalúo practicada supuestamente el 28 veintiocho de marzo del año 2010, dos mil diez y el avalúo fiscal identificado con el folio número 226801, de fecha 24 veinticuatro de noviembre del año 2010, dos mil diez; y, la existencia de los actos fiscales impugnados se encuentra acreditada en autos de esta causa, la del primer acto con copia del oficio folio número 0377891, de fecha 15 quince de diciembre del año 2010 dos mil diez, ya que en su parte inferior izquierda se hace constar dicha notificación, mineras que la existencia del segundo acto se justifica con copia del referido avalúo, copias simples que obran glosados a este sumario y con el reconocimiento que hacen las autoridades en la contestación de la demanda. . .  . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a  instancia de  parte debe proceder al  análisis de las causales de improcedencia o de sobreseimiento previstas en estos artículos respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, al contestar la demanda hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el acto es inexistente, pues en ninguno de los documentos aportados consta la firma o rubrica, por lo que no existe ningún acto emitido por dicha autoridad. Causal de improcedencia que SE CONFIGURA, en virtud de que el artículo 261, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece: “Artículo 261. El proceso administrativo es improcedente contra actos o resoluciones: VI.- Que sean inexistentes, derivada claramente esta circunstancia de las constancias de autos;” Esta fracción contempla la improcedencia del proceso administrativo cuando no se acredita la existencia del acto impugnado, de ahí, resulta que en principio la parte actora tiene la carga de la prueba para demostrar la existencia del acto que impugna, sin embargo, es el caso que la notificación de los resultados del avalúo y el avalúo fiscal combatidos, están emitidos por otras autoridades; de esta manera, si no está acreditada su existencia, en consecuencia, la pretensión del actor carece de materia sobre la que este Órgano Jurisdiccional pueda pronunciarse, pues, resulta imposible entrar al análisis de actos inexistentes, por tal motivo en la especie se  actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, siendo procedente declarar el sobreseimiento de este proceso administrativo, únicamente respecto a la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, de acuerdo a lo señalado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El juzgador con las facultades que le confiere la última parte del citado artículo 261, de manera oficiosa determina que se ACTUALIZA la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción I, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, respecto a la notificación del oficio mediante el cual se notifican los resultados del avalúo, toda vez que no afecta el interés jurídico de la parte actora, en razón de que si bien es cierto que la notificadora demandada no practicó la notificación impugnada con apego a las formalidades exigidas por el artículo  81 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, porque entre otras formalidades, no se realizó personalmente con el justiciable, ni con su representante y además no se acreditó la existencia del citatorio respetivo; empero, también es verdad que el actor tuvo conocimiento del avalúo y presentó la demanda de nulidad dentro del  término legal de 30 días hábiles que contempla el artículo 263, primer párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que resulta procedente entrar al análisis de los conceptos de impugnación enderezados sobre el avalúo combatido; siendo lo anterior así, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción V del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y es procedente declarar el sobreseimiento de este proceso administrativo, únicamente respecto a la notificadora adscrita a la Directora General de Ingresos, de acuerdo a lo señalado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal. . . . . . . . . . . . . . . . 
Las demás autoridades demandadas, no hicieron valer causal de improcedencia alguna y de autos se advierte que no se actualiza ninguna de las estipuladas en el citado artículo 261 y que no se configura ninguna causal de sobreseimiento de las establecidas en el mencionado artículo 262, por lo que se procede al estudio de los conceptos de agravio en el siguiente considerando. . .  . . . 
CUARTO.- Que en el escrito inicial de la demanda, el actor aduce en lo toral, que los motivos por los que impugna el avalúo, son porque con su elaboración se violan las reglas y procedimiento para practicarlo, previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Constitución Política para el Estado de Guanajuato; sigue manifestando que se violan las disposiciones relativas a los avalúos fiscales contenidas en la Ley de Hacienda, ya que se ha omitido cumplir con los procedimientos y las formalidades para practicar el avaluó, pues nunca se le dio aviso alguno al respecto, ni se visitó el inmueble sobre el que se pretende aplicar el supuesto avaluó, que notoriamente se hizo solo de “escritorio”, según parece en la fecha del 24 de Noviembre del año 2010, sin haber tomado ninguna información real del mismo y por ende el contenido del avaluó combatido no se ajusta a la realidad; en consecuencia, tal avalúo debe dejarse sin valor legal y declararse su nulidad, por estar emitido con notoria violación a las Leyes y no puede aplicarse en forma retroactiva como se pretende en el oficio de notificación de fecha 15 quince de diciembre del 2010, dos mil diez,  que surta efectos a partir de enero del año 2011, dos mil once, cuando la notificación irregular se hizo hasta el día 28 de marzo de este último año, siendo ilógico que pretenda aplicarse con fecha anterior a su notificación. En tanto, que el entonces Tesorero Municipal, el perito y supervisor demandados en la contestación de la demanda aducen en esencia que respecto a la práctica del avalúo se siguieron las formalidades esenciales establecidas en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, es decir, previa orden de avalúo y que no es imperativo legal ser notificada, que se llevó a cabo el avalúo, usando medios o técnicas fotogramétricas, que son permitidas por la Ley de conformidad con el artículo 162, fracción IV, no se realizó visita al inmueble que además es baldío. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de Impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Analizando la demanda que nos ocupa, se advierte que no se expresa un capitulo de concepto de impugnación, pero de su contenido se desprenden conceptos de agravio y a pesar de que el actor no señala expresamente los artículos de la Ley de Hacienda para los Municipio del Estado de Guanajuato, que considera violado, de la argumentación vertida se desprende la causa de pedir, puesto que podemos deducir el o los artículos del citado Ordenamiento Legal, que se dejaron de aplicar en perjuicio de la parte actora, pues alega que no se respetaron las formalidades del procedimiento de valuación. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.”, en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El actor expresa que no se respetaron las formalidades del procedimiento de valuación, al no existir aviso alguno, ni visita al inmueble, mientras que Tesorero Municipal, el perito y supervisor demandados arguyen que se siguieron las formalidades esenciales, ya que el avalúo se practicó previa orden de valuación, la que no se requiere notificar y el avalúo se llevó a cabo usando medios o técnicas fotogramétricas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, no les asiste la razón a dichas autoridades fiscales, por lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es cierto que no se respetaron las formalidades establecidas para la práctica del avalúo por los artículos 176 y 177 de la  Ley de  Hacienda para los  Municipios del Estado de Guanajuato, pues estos numerales se refieren a inmuebles de manera general, incluyéndose los terrenos baldíos, pues dichos numerales no hacen distinción alguna; resultando aplicable el principio general de derecho que reza “Donde la Ley no distingue, no tiene por qué distinguirse”, de esta manera, el Tesorero Municipal para valuar un terreno baldío, previamente debe cumplir con los requisitos o formalidades siguientes: 1.- Emitir una orden escrita debidamente fundada y motivada; 2.- Designar en dicha orden al perito o peritos para la práctica del avalúo; 3.- Emitir la notificación de los resultados del avalúo y el monto del impuesto; 4.- Conceder un plazo de 30 treinta días, al contribuyente para que formule aclaraciones; 5.- Valuar por separado el terreno y las construcciones; 6.- Elaborarlo en las formas oficiales correspondientes; 7.- Aplicar valores unitarios del suelo y de las construcciones conforme lo establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal correspondiente; y, 8.- La visita física del perito en hora y día hábiles al inmueble objeto de la valuación. . . . . . 
Por otra parte y en cuanto a la práctica del avalúo bajo la modalidad de medios o técnicas fotogramétricas, el Tesorero Municipal para ordenar la elaboración del avalúo bajo esta técnica debe tener por acreditada mediante una acta circunstanciada la oposición de los ocupantes o poseedores del inmueble materia de la valuación, de ahí surge la obligación de los peritos designados de documentar esta oposición y el Tesorero Municipal insoslayablemente está obligado a exigir a dichos peritos el acta de visita al inmueble materia de la valuación, quienes por disposición expresa del primer párrafo del citado artículo 177, se encuentran constreñidos a presentarse en día y hora hábiles en el inmueble a valuar, lo anterior se concluye realizando una interpretación de los artículos 162 fracción IV y 177 párrafos segundo y tercero, de la citada Ley de Hacienda, preceptos que en lo conducente establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 “Artículo 162.- La base del Impuesto Predial será el valor fiscal de los inmuebles, el cual se determinará:

I, II, III.-  . . . 
IV.- Por avalúo realizado por peritos autorizados por la Tesorería Municipal, usando medios o técnicas fotogramétricas.”
“Artículo 177.-  . . . 

Si los ocupantes se opusieran en cualquier forma a la inspección del perito designado para efectuar la valuación, éste lo hará constar en acta circunstanciada firmada por él y dos testigos e informará esa situación a la Tesorería Municipal para que se apliquen las sanciones correspondientes. 
En estos casos la valuación se hará con base en los elementos de que se disponga.”
En consecuencia, a fin de comprender y desentrañar el sentido y alcance de la fracción IV del artículo 162, frente a los párrafos segundo y tercero del artículo 177, de la invocada Ley de Hacienda, bajo el método de interpretación sistemática deben analizarse estos dos preceptos legales en su conjunto y no en forma aislada, por tal virtud, en primer lugar el Tesorero Municipal debe emitir la orden de valuación, designar en la misma al o los peritos autorizados para practicar el avalúo; y, en segundo lugar el o los peritos, deben realizar de manera personal una visita al inmueble y en su caso, hacer constar la oposición de cualquier tipo en el acta circunstanciada que al efecto se levante. Luego entonces, si en la especie los peritos autorizados omitieron esa formalidad, resulta evidente que en el procedimiento de valuación no se respetaron las formalidades exigidas por el artículo 177 de la multireferida Ley de Hacienda. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . .  
Lo anterior es así, en razón de que la orden de valuación y la visita física al inmueble materia de la valuación, son actos previos a la emisión del avalúo que fija el valor fiscal, sin embargo, es el caso que en la especie el Tesorero Municipal no acreditó haber dado a conocer de manera previa la orden de valuación identificada con el folio número 226801-10, de fecha 18 dieciocho de noviembre del año 2010, dos mil diez, ya que los peritos autorizados en la misma no hacen constar el nombre de persona alguna que los haya atendido ni describen las circunstancias del por qué no se dio a conocer la referida orden de valuación a los ocupantes del inmueble a valuar; ni tampoco se encuentra demostrado en el sumario que existió oposición a la inspección o práctica de la visita física al inmueble materia de la valuación. En consecuencia, partiendo de la anterior premisa, el avalúo impugnado se practicó, sin agotar previamente las etapas del procedimiento de valuación. .  . . . 
Abundando lo anterior, cabe precisar que por un lado, el Tesorero Municipal aportó al sumario la orden de valuación folio 226801-10, de fecha 18 dieciocho de noviembre del año 2010, dos mil diez, en la cual designó a los ciudadanos Alejandro Peña y Emanuel Zúñiga, para que practicaran la visita física al inmueble materia de la valuación; pero, es el caso que el avalúo aportado por la autoridad y que obra en el sumario, esta elaborado, entre otras autoridades, por el perito de nombre Miguel Fixz Rangel, por tanto, las personas autorizadas para practicar la visita física al inmueble objeto de valuación y el perito que elaboró el avalúo no son las mismas y por otro lado, se omitió exhibir el acta circunstanciada en la cual se documenta o se hace constar la visita física al inmueble materia de la valuación, pues al inicio de la respectiva diligencia el perito debe hacer constar que mostró la orden de valuación al destinatario -ciudadano Alejandro Trinidad Moreno Martínez-, o en su caso, a los ocupantes del inmueble visitado, sin embargo, el Tesorero Municipal no justificó este hecho, pues no exhibió la diligencia respectiva. . . . .  . . . . 

De este modo, se concluye que el avalúo a debate como acto fiscal no reúne el elemento de validez establecido en el artículo 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elemento que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para concluir que los actos emitidos por las autoridades fiscales; de esta forma, de acuerdo a lo señalado por la fracción VIII del referido artículo 137, el Tesorero Municipal al emitir el avalúo para actualizar el valor fiscal del predio que nos ocupa, esta constreñido a satisfacer las formalidades del procedimiento de valuación establecidas en los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, formalidades que no se cumplieron por parte del Tesorero Municipal, al no haber mostrado o dado a conocer de manera previa la orden de valuación y al no haber exhibido la diligencia o acta circunstanciada de la visita física al inmueble materia de la valuación; en consecuencia, el avalúo impugnado se practicó, sin agotar previamente las formalidades del procedimiento de valuación, vicio que origina la ilegalidad del avalúo impugnado que fija el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, en la cantidad de $246,600.00 (doscientos cuarenta y seis mil seiscientos pesos 00/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por ende, el avaluó impugnado, afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, ya que se vulneran en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 176 y 177 de la aludida Ley de Hacienda; por consecuencia, es el caso que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción III del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ende, con fundamento en lo establecido en el artículo 300 fracción II, del mismo Código, es de decretarse la nulidad lisa y llana del avalúo fiscal con el folio número 226801, de fecha 24 veinticuatro de noviembre del año 2010, dos mil diez, que fija el nuevo valor fiscal otorgado al predio denominado “Nardos”, ubicado en la Colonia Jardines de Jerez, de esta ciudad, registrado bajo la cuenta predial número 02M021294001 y de, su acto consecuente como lo es el oficio con folio número 0737891, de fecha 15 quince de diciembre del año 2010, dos mil diez, suscrito por el Tesorero Municipal, mediante el cual al impetrante se le dan a conocer los resultados del referido avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PROCESO ADMINISTRATIVO, respecto a la Notificadora Delia Alejandra Ramos Segura y a la Directora General de  Impuestos  Inmobiliarios y  Catastro, por las razones lógicas y 
jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . .  . . . . . . . . 

TERCERO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del avalúo fiscal con el folio número 226801, de fecha 24 veinticuatro de noviembre del año 2010, dos mil diez, que fija el nuevo valor fiscal por la cantidad de $246,600.00 (doscientos cuarenta y seis mil seiscientos pesos 00/100 moneda nacional), al predio denominado “Nardos”, ubicado en la Colonia Jardines de Jerez, de esta ciudad, registrado bajo la cuenta predial número 02M021294001; y, de su acto consecuente como lo son los resultados del avalúo que constan en el oficio con folio número 0737891, de fecha 15 quince de diciembre del año 2010, dos mil diez, suscrito por el Tesorero Municipal, mediante el cual al impetrante se le dan a conocer los resultados del referido avalúo; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas  expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . .  

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalados en autos. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 

